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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

ACCIÓN DE TUTELA / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA / CAUSALES GENERALES Y ESPECIFICAS DE PROCEDIBILIDAD DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA

CAUSALES GENERALES Y ESPECÍFICAS DE PROCEDIBILIDAD – Concepto.

… en las sentencias SU-222/16, SU573/17, SU-004/18, reiteradas en las sentencias T-075/19, T-053/20, SU128/21, y más recientemente en la T-042/24 todas aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución.
SUBSIDIARIEDAD – En el caso concreto, no se agotaron los recursos procedentes contra la providencia atacada vía tutela-

Las pruebas incorporadas a la actuación acreditan que mediante providencia del 26 de julio de 2024
 el juzgado demandado ordenó la diligencia de desalojo del inmueble reivindicado, para lo cual comisionó a la Alcaldía de Pereira, y contra esa decisión no se formuló reproche alguno; en cambio, la accionante optó por radicar esta acción de tutela el 23 de octubre de 2024, dejando de lado el mecanismo judicial idóneo para controvertir frente al juez natural lo que ahora se quiere solucionar ante el juez constitucional, lo cual se opone al principio de subsidiariedad que gobierna a la acción de tutela.
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ST2-0077-2025
Asunto

: Sentencia de Tutela en Segunda Instancia


Accionante

: Beatriz Eugenia Ramírez Pineda y otros
Accionado
: Juzgado Séptimo Civil Municipal de Pereira
Procedencia
: Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira
Radicación

: 660013103004-2024-00240-02 (5120)
Temas


: Subsidiariedad
Mag. sustanciador
: Jaime Alberto Saraza Naranjo
Aprobada en sesión
: 119 del 17 de marzo de 2025
diecisiete (17) de marzo de dos mil veinticinco (2025).

Resuelve la Sala la impugnación elevada contra la sentencia del 27 de enero de 2025 proferida por el Juzgado Cuarto Civil de Circuito de Pereira en esta acción de tutela formulada por Beatriz Eugenia Ramírez Pineda en nombre propio y en representación de su hijo menor de edad CCPR y de la señora Mary Eugenia Pineda de Ramírez contra el Juzgado Séptimo Civil Municipal de Pereira, la Inspección 18 de Policía de Pereira, y el señor José Mesías Pescador Tabarquillo. 

1. Antecedentes


1.1. La demanda se resume en que, en el proceso reivindicatorio con radicado 660014003007-2022-00988-00, que se adelantó en el juzgado accionado, en el que ella actúa como demandada, mediante sentencia del 18 de junio de 2024, se ordenó la restitución del bien inmueble identificado con matrícula inmobiliaria No. 290-125586. 
El 10 de octubre de 2024, la Inspección 18 de Policía local le notificó que para el 30 de octubre de 2024 se tenía programada la diligencia de entrega del inmueble.
Expuso que, tiene a cargo su hijo menor de edad y su madre quien es una adulta mayor, además, que no cuenta con los recursos económicos que le permitan tomar en arriendo otra vivienda.

Para finalizar, agregó que realizó unas mejoras al inmueble objeto de restitución y que el área construida en el mismo no se ha avaluado correctamente. 

Pidió que se le ordene al juzgado demandado suspender la diligencia de entrega, y que “estime un termino temporal prudencial para que la accionante pueda ejercer sus derechos de pedir reconocimiento y pago de las mejoras realizadas en el inmueble que mediante providencia del 18 de junio el Juzgado Séptimo Civil Municipal de Pereira me condenó a hacer entrega al señor JOSE MESIAS PESCADOR TABARQUILLO. Con la suspensión y aplazamiento de la ejecución de orden de desalojo del inmueble, la suscrita condenada a entregar el inmueble tendrá posibilidad de pedir amparo de pobreza o contratar a abogado de confianza para promover un proceso de declaración de mejoras que realicé con mi trabajo e inversión durante 25 años continuos sobre el predio que fui condenada a hacer entrega, y a la vez poder adelantar tramites sobre posibles soluciones de vivienda para mi núcleo familiar en vía administrativa ante el Municipio de Pereira” (sic)
.

1.2. En primera instancia, se dio impulso a la acción con auto del 23 de octubre de 2024.
 
1.3.  El juzgado encausado
 explicó que la demandante, respecto de las mejoras, en el proceso reivindicatorio no agotó los medios de defensa judicial, dado que en la contestación de la demanda no las solicitó, y por ese motivo no fueron contempladas en la sentencia. Asimismo, remitió el enlace para acceder al proceso cuestionado.

Refirió que “no puede ahora la accionante a través de la tutela impedir el cumplimiento de una sentencia judicial debidamente ejecutoriada con base en la reclamación de unas mejoras de las cuales no solicitó su reconocimiento en el proceso reivindicatorio y que acá ahora insinúa iniciará reclamación a través de amparo de pobreza o abogado de confianza; valga además indicar que no aporta prueba siquiera sumaria de que la accionante haya adelantado gestión alguna respecto de esta reclamación. Teniendo en cuenta además que la sentencia de este Juzgado fue proferida en junio del presente transcurridos así 4 meses sin gestión alguna tendiente a tal reclamación”.
1.4. El inspector 18 Municipal de Policía de Pereira indicó que recibió despacho comisorio por parte del Juzgado Séptimo Civil Municipal local y procedió a fijar fecha para la diligencia de entrega del bien inmueble identificado con matrícula inmobiliaria 290-125856, para el día 10 de octubre de 2024. 

Por otra parte, mencionó que dicha diligencia fue suspendida en virtud de esta acción
. 

1.5. El señor José Mesías Pescador Tabarquillo
 compareció al trámite para señalar que la accionante pretende obstaculizar la diligencia de entrega programada en dos oportunidades por el Inspector 18 de Policía de la ciudad, pues en el proceso reivindicatorio ejerció su derecho de defensa y no interpuso ningún recurso contra la decisión que ordenó la restitución del bien inmueble.
1.4. Sobrevino el fallo de primera instancia que declaró improcedente el amparo, comoquiera que la accionante no hizo uso de los mecanismos judiciales que tenía a su disposición para lograr su cometido
. 

1.5. Impugnó la accionante, quien aduce que se encuentra en desacuerdo con las actuaciones judiciales proferidas en el proceso cuestionado, pues fue “sorprendida en UNICA AUDIENCIA con sentencia de única instancia, sin que el Juzgado conociera los hechos reales y mi pretensión de solicitar a la justicia colombiana que me declarara dueña de una parte del predio por los hechos reales en que actué a luz pública como señora y dueña, sino que el profesional del derecho además de haberme cobrado anticipadamente una alta suma de dinero para adelantar un proceso de pertenencia, no lo hizo, y cuando el demandante en restitución del inmueble, presentó demanda en mi contra, para que le reivindicara la parte de la casa que yo ocupo, el abogado no me defendió con las pruebas pertinentes para alegar en proceso de pertenencia, sino que reclamó un contrato de compraventa que no tenía nada que ver con la parte de la vivienda que yo reclamo; como consecuencia quedé sin opción de probar al juzgado ordinario la condición de poseedora del predio, que ejercí actos de señor y dueño por más de veinte años, que daba prosperidad a mi pretensión, que debió ser declararme dueña de la parte del predio que ocupo, y que negara la restitución que pidió el demandante, derrumbándose así todos mis esfuerzos con los que trabajando en informalidad adquirí algunos recursos para sobrevivir y procurar ir edificando una vivienda”.

Solicitó un plazo prudencial para “conseguir algunos recursos y poder reclamar las mejoras que realicé, pagar un avalúo técnico y adelantar nueva acción judicial con este fin”. 

1.6. En esta instancia quedó saneada una nulidad que consistía en que no había sido vinculado el Banco de Bogotá S.A, entidad bancaria demandada dentro del proceso ordinario.
2. Consideraciones
2.1. La Constitución de 1991 instituyó la acción de tutela como un mecanismo breve y sumario mediante el cual toda persona puede conseguir de un juez la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en determinados casos. 
Acuden en esta oportunidad la accionante para la protección de su derecho fundamental a una vivienda digna, presuntamente vulnerado por la autoridad accionada que ordenó una diligencia de entrega del inmueble objeto de restitución en el proceso reivindicatorio con radicado 2022-00988-00. 

2.2. De manera preliminar debe decirse que se cumple con la legitimación en la causa por activa dado que la aquí accionante actúa como demandada en el juicio que cuestiona, y sucede lo mismo por pasiva, porque el juzgado encausado lo tramita. 
2.3. Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la improcedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan hoy, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones.

Sobre ellas, en las sentencias SU-222/16, SU573/17, SU-004/18, reiteradas en las sentencias T-075/19, T-053/20, SU128/21, y más recientemente en la T-001/22 todas aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución.

2.5. En el caso concreto, se advierte la improcedencia de la demanda, como quiera que no supera el umbral de la subsidiariedad.

Las pruebas incorporadas a la actuación acreditan que mediante providencia del 26 de julio de 2024
 el juzgado demandado ordenó la diligencia de desalojo del inmueble reivindicado, para lo cual comisionó a la Alcaldía de Pereira, y contra esa decisión no se formuló reproche alguno; en cambio, la accionante optó por radicar esta acción de tutela el 23 de octubre de 2024, dejando de lado el mecanismo judicial idóneo para controvertir frente al juez natural lo que ahora se quiere solucionar ante el juez constitucional, lo cual se opone al principio de subsidiariedad que gobierna a la acción de tutela.
Resulta necesario traer a colación lo dispuesto por el artículo 318 del Código General del Proceso, el cual reza:

“Salvo norma en contrario, el recurso de reposición procede contra los autos que dicte el juez, contra los del magistrado sustanciador no susceptibles de súplica y contra los de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, para que se reformen o revoquen.
El recurso de reposición no procede contra los autos que resuelvan un recurso de apelación, una súplica o una queja (…)” (subrayas por fuera del texto original).

De lo anterior, se desprende que la parte actora hizo un inadecuado uso de los medios judiciales que tenía a su disposición para revertir en el curso ordinario del juicio lo que aquí califica como equivocado, pues dicha providencia podía ser refutada. 

Ahora bien, argumenta la demandante que la diligencia de entrega del inmueble reivindicado afecta gravemente sus derechos fundamentales, porque tiene a cargo a su hijo menor de edad y a su madre que es adulta mayor, y no cuenta con la capacidad económica para sufragar los gastos de arrendamiento de una vivienda. 
Resulta oportuno recordar que la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
, ha estimado improcedente este medio constitucional para obtener la suspensión de diligencias judiciales en el entendido de que son decisiones adoptadas previo agotamiento de las etapas contempladas por el procedimiento civil vigente, que responden a órdenes legítimas y no deben estar sujetas al ejercicio de la acción de tutela, lo contrario sería una intromisión injustificada en la competencia del juez natural. Así lo dijo, por ejemplo, en sentencia STC2682-2023:

“(…) De hecho, ese tipo de medidas responde a órdenes legítimas de autoridades jurisdiccionales que no pueden ser supeditadas al ejercicio de la acción de tutela, porque en todo caso, el juez constitucional no podría impedir que se cumplan los mandatos dictados por los juzgadores de instancia en ejercicio de sus atribuciones legales” 

(…)

En tal medida, resulta claro que en esta oportunidad no puede ser acogida la petición formulada por la accionante con miras a que se suspenda la entrega del bien objeto de disputa, debido a que, según lo tiene precisado esta Rad. n° 52001-22-13-000-2022-00130-01 9 Corporación, «(…) la tutela no se erige como un mecanismo idóneo para obtener la interrupción de las diligencias judiciales, verbigracia, remate o entrega de bienes, cuando quiera que ellas son el resultado de una decisión judicial adoptada en el marco de un proceso tramitado con el pleno respeto del derecho al debido proceso de quienes intervienen en él, por cuanto su fin exclusivo es la protección de los derechos fundamentales» (CSJ STC, 28 oct. 2009, exp. 1496-01, citada en STC9158 de 7 jul. 2016)”.

De igual forma, el precedente trazado por la Alta Colegiatura ha dispuesto que, la avanzada edad y falta de capacidad económica, no acarrea, por sí sola, la prosperidad del amparo, porque «las condiciones personales y económicas invocadas por la gestora como fundamento del amparo, no pueden sobreponerse a lo decidido (…) [en el] escenario donde c[uenta] con plenas garantías para la defensa de sus derechos e intereses jurídicos» (CSJ. 19 may. de 2011, exp. 00412, reiterada en CSJ STC12541-2022, CSJ STC14046- 2022 y CSJ STC649-2023).
Por otra parte, la accionante menciona que realizó una serie de mejoras en el inmueble reivindicado que no fueron evaluadas por el juzgado de conocimiento toda vez que su apoderado no aportó dentro del curso del proceso las pruebas que las acreditaran. 
Al respecto, basta mencionar que, como en efecto dice la misma accionante, al contestar la demanda reivindicatoria
 apenas se dijo que el poseedor de buena fe tiene derecho a que se le paguen mejoras, pero nunca se describieron, ni su valor se cuantificó bajo juramento, con lo que era inviable cualquier reconocimiento, sin perjuicio de que, si a bien lo tiene, las reclame por otra vía (Art. 739 del C.C).
En ese entendido, se confirmará el fallo impugnado, en el que se decidió declarar la improcedencia de la demanda.
3. DECISIÓN
Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo de primera instancia proferido en esta acción de tutela.
Notifíquese esta decisión a las partes y demás interesados, en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992.

Oportunamente, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CARLOS MAURICIO GARCÍA BARAJAS
Con ausencia justificada
DUBERNEY GRISALES HERRERA   
Con ausencia justificada
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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